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Bogotá, DC. agosto 18 de 2026.

Honorable Representante
José Jaime Uscátegui Pastrana 
Presidente
Comisión Primera Constitucional
Cámara de Representantes

Doctora
Amparo Calderón
Secretaria 	
Comisión Primera Constitucional
Cámara de Representantes

Asunto: Ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 023 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de conductas punibles en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

Honorable presidente.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley 5 de 1992 y en estación a la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Honorable Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, presento informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 023 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de conductas punibles en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

Cordialmente, 

Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo.
Representante a la Cámara
Departamento del Valle del Cauca
Centro Democrático 





INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 023 de 2026 - CÁMARA.

“Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de conductas punibles en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

El informe de ponencia se desarrollará de la siguiente manera:
1. Antecedentes del trámite legislativo
2. Objeto
3. Contenido del proyecto (resumen de c/u art)
4. Marco Jurídico
5. Justificación del Proyecto de Ley 
6. Consideraciones de los ponentes
7. Impacto Fiscal
8. Conflicto de intereses
9. Pliego de modificaciones
10. Proposición a la Comisión Primera de la Honorable Cámara de Representantes.
11. Texto propuesto para Primer Debate

1. ANTECEDENTES DEL TRÁMITE LEGISLATIVOS

La presente iniciativa fue radicada el 20 de julio de 2026 en la Secretaría General de la Cámara de Representantes por el Honorable Representante Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo, publicado en la gaceta del Congreso número 876 de 2026.
El 13 de agosto de 2026 la mesa directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente mediante oficio C.P.C.P 3.1 - 0043 - 2026 designó como coordinador ponente al Honorable Representante Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo. 
       2. OBJETO DEL PROYECTO 
Fortalecer la protección del orden público, la seguridad ciudadana y el ejercicio del derecho fundamental a la protesta pacífica mediante la tipificación de conductas punibles y la adopción de medidas orientadas a sancionar la utilización del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de delitos en el contexto de manifestaciones públicas.


        3. CONTENIDO DEL PROYECTO
Artículo 1. Objeto: Establece el objeto de la ley, orientado a fortalecer la protección del orden público, la seguridad ciudadana y el derecho a la protesta pacífica mediante la tipificación de nuevas conductas punibles y la adopción de medidas para sancionar el uso del ocultamiento de identidad en la comisión de delitos durante manifestaciones públicas. 
Artículo 2. Definiciones: Define los conceptos de ocultamiento de identidad, entendido como el uso de medios para impedir la identificación durante la comisión de un delito; acto vandálico, como las conductas dolosas que causen daños o violencia al margen de la protesta pacífica; y artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal, como objetos elaborados o adaptados para causar daños a personas, bienes o al orden público durante manifestaciones.
Artículo 3. Adición de un nuevo tipo penal: Adiciona al Código Penal el delito de actos vandálicos mediante ocultamiento de identidad, establece las penas correspondientes e incorpora circunstancias específicas de agravación punitiva.
Artículo 4. Modificación del artículo 353A del Código Penal: Modifica el delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público, redefiniendo la conducta punible, las sanciones aplicables y la excepción para determinadas movilizaciones.
Artículo 5. Protección del derecho fundamental a la protesta pacífica: Establece una cláusula de salvaguarda que impide interpretar o aplicar la ley en detrimento del ejercicio legítimo del derecho a la reunión, manifestación y protesta pacífica.
Artículo 6. Interpretación y aplicación de la ley: Dispone que la interpretación y aplicación de la ley deberá realizarse conforme a la Constitución, el bloque de constitucionalidad, los tratados internacionales sobre derechos humanos y la jurisprudencia de las altas cortes.
Artículo 7. Vigencia y derogatorias: Establece la entrada en vigencia de la ley a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

4.     MARCO JURÍDICO
El presente proyecto de ley encuentra sustento en el marco constitucional, legal, convencional y jurisprudencial que atribuye al Estado el deber de garantizar la convivencia pacífica, el mantenimiento del orden público, la seguridad ciudadana y la protección efectiva de los derechos fundamentales. En particular, la iniciativa desarrolla la facultad de configuración legislativa en materia penal mediante la incorporación de un nuevo tipo penal orientado a sancionar la utilización del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de delitos en el contexto de manifestaciones públicas, así como la adecuación del delito de obstrucción a vías públicas, preservando en todo caso el ejercicio legítimo del derecho fundamental a la reunión, manifestación y protesta pacífica.
Desde la perspectiva constitucional, la propuesta se fundamenta en los artículos 2, 11, 22, 24, 37, 95 y 218 de la Constitución Política, que imponen a las autoridades el deber de proteger la vida, la integridad personal, los bienes públicos y privados, garantizar la convivencia pacífica, asegurar el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y preservar el orden público como presupuesto para el goce efectivo de los derechos fundamentales. De igual forma, la iniciativa reconoce expresamente que el derecho de reunión y manifestación pacífica constituye una garantía constitucional que no puede ser restringida ni criminalizada por el solo hecho de su ejercicio, razón por la cual delimita claramente el ámbito de aplicación de las disposiciones penales frente a conductas que desbordan la protección constitucional de la protesta.
En el ámbito legal, el proyecto desarrolla y complementa la política criminal prevista en la Ley 599 de 2000 (Código Penal), particularmente en materia de protección de la seguridad pública, la administración pública y el patrimonio económico, mediante la tipificación de una conducta que sanciona el empleo deliberado del ocultamiento de identidad cuando este constituye un medio para facilitar la ejecución de actos vandálicos durante manifestaciones públicas. Asimismo, modifica el artículo 353A del Código Penal con el propósito de precisar los elementos típicos del delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público, fortaleciendo la seguridad jurídica y delimitando expresamente su aplicación respecto del ejercicio legítimo del derecho de protesta.
Desde la doctrina penal contemporánea, la iniciativa responde a los principios de protección de bienes jurídicos, lesividad, intervención mínima y proporcionalidad, conforme a los cuales la intervención del derecho penal resulta legítima únicamente cuando se dirige a proteger bienes jurídicos de especial relevancia constitucional frente a ataques graves que no pueden ser adecuadamente afrontados mediante otros mecanismos del ordenamiento jurídico. En este sentido, el ocultamiento deliberado de la identidad no constituye por sí mismo una conducta sancionable, sino que adquiere relevancia jurídico-penal cuando se emplea como instrumento para facilitar la comisión de delitos, incrementando las dificultades para la identificación de los responsables y afectando la eficacia de la administración de justicia y la protección de los derechos de terceros.
Igualmente, la propuesta se ajusta a los estándares internacionales de derechos humanos contenidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, instrumentos que reconocen el derecho de reunión pacífica, pero admiten la imposición de restricciones previstas en la ley cuando sean necesarias, idóneas y proporcionales para proteger la seguridad pública, el orden público, los derechos y libertades de los demás o la protección de la vida e integridad de las personas. En concordancia con dichos instrumentos y con la jurisprudencia constitucional colombiana, el proyecto incorpora cláusulas expresas de interpretación y aplicación orientadas a garantizar que las nuevas disposiciones penales no puedan ser utilizadas para restringir o criminalizar el ejercicio legítimo de la protesta pacífica, sino exclusivamente para sancionar conductas delictivas que exceden el ámbito de protección constitucional de ese derecho fundamental.
Marco constitucional.
La Constitución Política de Colombia reconoce el derecho fundamental a la reunión, manifestación y protesta pacífica, al tiempo que impone al Estado el deber de garantizar la convivencia pacífica, proteger la vida, la integridad personal, los bienes públicos y privados y preservar el orden público como condición para el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales. En este sentido, el legislador cuenta con la facultad de establecer tipos penales y adoptar medidas de política criminal dirigidas a prevenir y sancionar conductas que, bajo el amparo de una manifestación pública, afecten bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, siempre que dichas medidas respeten los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y el núcleo esencial del derecho a la protesta pacífica.
· Artículo 2: Son fines esenciales del Estado servir a la comunidad, garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, asegurar la convivencia pacífica y mantener la integridad del orden justo.
· Artículo 11: El derecho a la vida es inviolable y constituye un bien jurídico cuya protección corresponde al Estado.
· Artículo 22: La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento, lo que exige la adopción de medidas dirigidas a preservar la convivencia y el orden público.
· Artículo 24: Garantiza el derecho a la libre circulación, el cual puede verse afectado por bloqueos o alteraciones graves del orden público.
· Artículo 37: Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pública y pacíficamente. Solo la ley podrá establecer de manera expresa los casos en que se limite el ejercicio de este derecho.
· Artículo 95: Establece el deber de toda persona de respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios, así como de contribuir al mantenimiento de la convivencia pacífica.
· Artículo 150, numerales 1 y 2: Corresponde al Congreso hacer las leyes, interpretar, reformar y derogar las existentes, así como expedir los códigos en todos los ramos de la legislación, incluyendo el Código Penal.
· Artículo 189, numeral 4: Corresponde al Presidente de la República conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo donde fuere turbado.
· Artículo 218: La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, encargado de mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.

Marco normativo nacional 
El presente proyecto de ley se fundamenta en el marco normativo colombiano relacionado con la protección del orden público, la seguridad ciudadana, la convivencia pacífica, la regulación del derecho a la protesta y la potestad del Estado para establecer medidas de política criminal frente a conductas que afecten bienes jurídicos protegidos. En este sentido, el ordenamiento jurídico colombiano reconoce la facultad del legislador para tipificar conductas punibles y establecer sanciones frente a comportamientos que, bajo el contexto de manifestaciones públicas, excedan los límites constitucionales del derecho a la protesta pacífica y afecten la vida, la integridad personal, los bienes públicos o privados y la tranquilidad ciudadana.
Ley 599 de 2000 – Código Penal Colombiano: Constituye el principal marco normativo en materia penal, al establecer las conductas consideradas delitos, las sanciones aplicables y los principios que orientan la intervención del Estado mediante el derecho penal. El presente proyecto propone adicionar un nuevo tipo penal denominado “actos vandálicos mediante ocultamiento de identidad” y modificar disposiciones relacionadas con la obstrucción a vías públicas que afecten el orden público.
Artículo 353A de la Ley 599 de 2000 – Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público: Regula la conducta de quienes, mediante medios ilícitos, obstaculicen vías públicas o infraestructura de transporte afectando derechos fundamentales y bienes jurídicos colectivos. La modificación propuesta busca fortalecer la protección del orden público y establecer mayores criterios de responsabilidad frente a estas conductas.
Ley 906 de 2004 – Código de Procedimiento Penal: Regula las etapas de investigación y juzgamiento de las conductas delictivas, garantizando la aplicación del debido proceso y las garantías judiciales frente a la persecución penal de quienes incurran en comportamientos tipificados como delitos.

Jurisprudencia constitucional colombiana
Corte Constitucional 

· Sentencia C-223 de 2017: La Corte Constitucional reconoció que el derecho a la reunión y manifestación pública es una garantía fundamental dentro del Estado Social de Derecho, pero precisó que su protección constitucional está condicionada a que su ejercicio sea pacífico y no ampara conductas violentas que afecten derechos de terceros o bienes jurídicos protegidos.  https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/c-223-17.htm 

· Sentencia C-281 de 2017: La Corte Constitucional estableció que la protesta social constituye un mecanismo legítimo de participación democrática, pero indicó que las restricciones impuestas por el Estado pueden ser constitucionalmente válidas cuando buscan proteger la convivencia, la seguridad y los derechos fundamentales de otras personas.
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-281-17.htm

· Sentencia C-742 de 2012: La Corte Constitucional reconoció la facultad del legislador para establecer tipos penales orientados a proteger bienes jurídicos relevantes, como la seguridad pública y la convivencia ciudadana, siempre que las medidas respeten los principios de legalidad, razonabilidad y proporcionalidad.
 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/c-742-12.htm 

· Sentencia C-309 de 1997: La Corte Constitucional precisó que el derecho al libre desarrollo de la personalidad no es absoluto, debido a que encuentra límites en los derechos de los demás, el orden jurídico y la prevalencia del interés general. Esta regla resulta aplicable frente al uso de elementos destinados a ocultar la identidad cuando estos trascienden la esfera individual y generan afectaciones a bienes jurídicos protegidos.
Sentencia C-309 de 1997 – Corte Constitucional 
· Sentencia C-442 de 2011: La Corte Constitucional señaló que los derechos fundamentales, como la libertad de expresión y las formas de manifestación individual o colectiva, pueden estar sujetos a límites constitucionalmente legítimos cuando entran en conflicto con otros derechos o bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento jurídico.
Sentencia C-442 de 2011 – Corte Constitucional 

· Sentencia T-227 de 2025, expediente T-10.611.925 En esta sentencia, se estudió el caso en el cual varias estudiantes de un colegio público denunciaron presuntos actos de acoso sexual atribuidos a docentes y personal de la institución. Con el apoyo de una profesora, organizaron una manifestación artística en la que pretendían cubrirse el rostro, interpretar una canción contra la violencia de género y exhibir testimonios anónimos. Las directivas impidieron la actividad, decisión que la Corte consideró un acto de censura contrario a la libertad de expresión. El caso se originó por una tutela presentada por uno de los profesores señalados, quien alegó la vulneración de su honra y buen nombre. La Corte Constitucional reiteró que el anonimato y el uso de capuchas u otros elementos para cubrir el rostro pueden integrar el ejercicio legítimo de la libertad de expresión y de la protesta pacífica, siempre que la conducta permanezca dentro del ámbito de una manifestación constitucionalmente protegida. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/t-227-25.htm 


Marco internacional 
El presente proyecto de ley se fundamenta en los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia que reconocen el derecho a la reunión y manifestación pacífica, pero que igualmente permiten la adopción de medidas legales necesarias y proporcionales para proteger la seguridad pública, el orden público, la vida, la integridad personal y los derechos de terceros. En este sentido, el derecho internacional reconoce que las libertades fundamentales no tienen carácter absoluto y que los Estados pueden establecer restricciones legítimas cuando determinadas conductas exceden el ámbito protegido de la protesta pacífica y afectan bienes jurídicos constitucionalmente relevantes.
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) – Artículo 21: Reconoce el derecho de reunión pacífica y establece que este puede estar sujeto a restricciones previstas por la ley cuando sean necesarias para proteger la seguridad nacional, la seguridad pública, el orden público o los derechos y libertades de los demás. Colombia aprobó este tratado mediante la Ley 74 de 1968, incorporándose al ordenamiento jurídico nacional.
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) – Artículo 15: Reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas, permitiendo limitaciones legales cuando sean necesarias en una sociedad democrática para proteger la seguridad, el orden público, los derechos o libertades de otras personas. Colombia aprobó esta Convención mediante la Ley 16 de 1972, por medio de la cual incorporó el Pacto de San José de Costa Rica al ordenamiento interno.
Observación General No. 37 del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre el derecho de reunión pacífica: Establece que los Estados tienen la obligación de proteger y facilitar las manifestaciones pacíficas, pero reconoce que pueden adoptar medidas frente a actos de violencia o conductas que afecten derechos fundamentales de terceros, siempre respetando los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad.
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) – Artículo 20: Reconoce el derecho de toda persona a la libertad de reunión y asociación pacíficas, estableciendo un estándar internacional de protección de la participación ciudadana y la expresión colectiva. Este instrumento sirve como referencia interpretativa dentro del sistema internacional de derechos humanos.
Experiencia comparada: Chile – Regulación del ocultamiento de identidad en manifestaciones públicas: Chile ha desarrollado iniciativas legislativas orientadas a sancionar conductas violentas cometidas durante manifestaciones públicas y el uso de elementos destinados a impedir la identificación de responsables. Esta experiencia comparada evidencia que algunos Estados han considerado necesario fortalecer sus herramientas jurídicas cuando el anonimato es utilizado como mecanismo para facilitar la comisión de delitos en contextos de protesta.
El derecho internacional no protege únicamente la manifestación como expresión democrática, sino que exige a los Estados garantizar un equilibrio entre la libertad de protesta y la protección de otros derechos fundamentales. En consecuencia, la regulación del ocultamiento de identidad no se dirige contra la protesta pacífica, sino contra su utilización instrumental como mecanismo para facilitar conductas delictivas que afectan la seguridad ciudadana, la vida, la integridad personal y los bienes públicos y privados.
Antecedentes Legislativos.
1. Proyecto de Ley Estatutaria 270 de 2023 Cámara – “Por medio de la cual se establecen garantías al derecho fundamental a la protesta social y la manifestación pública y se dictan otras disposiciones”: Esta iniciativa buscó regular los principios, mecanismos y garantías para el ejercicio del derecho fundamental a la protesta social y la manifestación pública, estableciendo un marco de protección conforme al artículo 37 de la Constitución Política y los estándares internacionales de derechos humanos. Constituye un antecedente relevante porque reconoce la necesidad de diferenciar entre la protesta legítima y aquellas actuaciones que pueden afectar otros bienes jurídicos protegidos.
 https://www.camara.gov.co/protesta-social-1193/

1. Proyecto de Ley Estatutaria 275 de 2023 Cámara – “Por el cual se regula el artículo 37 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”: Esta iniciativa tuvo como finalidad establecer reglas para la manifestación social y pacífica, determinando derechos, deberes y responsabilidades de los participantes, promotores y autoridades durante las movilizaciones públicas. Dentro de su contenido se plantearon obligaciones relacionadas con evitar actos de violencia, vandalismo y afectaciones al patrimonio público y privado.
https://www.camara.gov.co/manifestacion-social-1188/

2. Proyecto de Ley Estatutaria 166 de 2024 Cámara – “Por medio de la cual se reglamenta, garantiza y protege el derecho a la reunión, manifestación y protesta social, pública y pacífica y se dictan otras disposiciones”: Esta iniciativa buscó desarrollar legislativamente el derecho de reunión y protesta pública, estableciendo garantías para su ejercicio y mecanismos de organización institucional frente a las movilizaciones sociales. Su discusión legislativa constituye un antecedente importante porque refleja la necesidad de establecer límites jurídicos entre la protesta pacífica y las conductas que generan afectaciones a terceros.
https://www.camara.gov.co/protesta-social-839/
 
5. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY
El presente proyecto de ley responde a la necesidad de establecer una regulación penal específica frente al fenómeno de la utilización del ocultamiento de identidad como mecanismo para facilitar la comisión de actos vandálicos durante manifestaciones públicas. La iniciativa no pretende sancionar el uso de capuchas, máscaras o elementos similares como manifestación individual de autonomía o como expresión propia dentro de escenarios colectivos, sino aquellos eventos en los cuales dichos elementos son empleados deliberadamente para impedir la identificación de responsables, favorecer la ejecución de conductas delictivas y generar condiciones de impunidad frente a afectaciones contra la vida, la integridad personal, el patrimonio público y privado y la seguridad ciudadana.
La problemática objeto de regulación se encuentra relacionada con una modalidad específica de criminalidad circunstancial en la cual algunos individuos aprovechan escenarios legítimos de concentración ciudadana para ejecutar conductas violentas bajo condiciones de anonimato. El ocultamiento de identidad, cuando es utilizado con una finalidad delictiva, genera una afectación adicional al ejercicio de la función investigativa del Estado, debido a que dificulta la individualización de los responsables y reduce la capacidad institucional para garantizar una respuesta efectiva frente a daños ocasionados a la comunidad.
Desde la perspectiva del derecho penal, el uso de elementos destinados a ocultar la identidad constituye un factor que puede incrementar la capacidad del sujeto activo para ejecutar la conducta punible y evadir la acción de las autoridades. En este sentido, la presente iniciativa se fundamenta en el principio de protección de bienes jurídicos, entendido como la facultad del Estado para intervenir mediante el derecho penal cuando determinadas conductas afectan intereses esenciales para la convivencia social. Como lo ha señalado la Corte Constitucional, el legislador cuenta con un margen de configuración en materia penal para establecer conductas punibles y circunstancias de agravación cuando estas respondan a criterios de razonabilidad, proporcionalidad y protección constitucional.
La Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-365 de 2012, reconoció que corresponde al Congreso de la República definir la política criminal del Estado y establecer los comportamientos que requieren una respuesta penal, siempre que las medidas adoptadas respeten los límites constitucionales. En consecuencia, la creación de un tipo penal autónomo relacionado con actos vandálicos cometidos mediante ocultamiento de identidad constituye una herramienta legítima de política criminal dirigida a responder frente a una modalidad específica de afectación del orden público.
Asimismo, la Corte Constitucional ha señalado que la protección constitucional de las libertades individuales no puede comprender aquellas actuaciones que instrumentalizan derechos fundamentales para cometer delitos. En la Sentencia C-309 de 1997, la Corporación reiteró que ningún derecho fundamental es absoluto y que su ejercicio encuentra límites en los derechos de los demás, el orden jurídico y el interés general. Bajo esta premisa, el uso de una capucha o elemento de ocultamiento de identidad puede encontrarse protegido cuando responde a una expresión personal legítima; sin embargo, pierde dicha protección constitucional cuando se convierte en un medio para facilitar ataques contra personas, bienes o infraestructura pública.
La necesidad de esta regulación también se fundamenta en la protección del orden constitucional y la seguridad ciudadana. Los actos vandálicos ejecutados bajo anonimato afectan no solamente bienes materiales, sino también la confianza ciudadana en las instituciones, la capacidad del Estado para garantizar la convivencia pacífica y el normal funcionamiento de servicios esenciales. Por ello, resulta necesario que el ordenamiento jurídico contemple una respuesta diferenciada frente a quienes utilizan mecanismos de ocultamiento de identidad para aumentar su capacidad ofensiva o dificultar la acción de la justicia.
En el ámbito internacional, los estándares de derechos humanos reconocen que los Estados pueden adoptar medidas legislativas orientadas a proteger la seguridad pública y los derechos de terceros frente a conductas violentas desarrolladas durante reuniones o manifestaciones. El artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, incorporado al ordenamiento colombiano mediante la Ley 74 de 1968, establece que el derecho de reunión pacífica puede estar sujeto a restricciones legales necesarias para proteger la seguridad pública, el orden público y los derechos y libertades de los demás. De igual manera, el artículo 15 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobada mediante la Ley 16 de 1972, reconoce límites legítimos al derecho de reunión cuando sea necesario garantizar una sociedad democrática.
En este contexto, la presente iniciativa legislativa busca establecer una herramienta jurídica proporcional frente a una conducta concreta: la utilización del ocultamiento de identidad como medio para ejecutar actos vandálicos. La finalidad del proyecto no es criminalizar la protesta social ni establecer una prohibición general sobre el uso de prendas que cubran el rostro, sino impedir que el anonimato sea utilizado como una ventaja para cometer delitos y afectar bienes jurídicos fundamentales.
La incorporación de este nuevo tipo penal permitirá fortalecer la capacidad de respuesta del Estado frente a conductas que comprometen la seguridad ciudadana y la convivencia democrática, garantizando al mismo tiempo una protección efectiva del derecho fundamental a la protesta pacífica. De esta manera, el proyecto busca consolidar un equilibrio constitucional entre libertad y responsabilidad, asegurando que los espacios de participación democrática no sean utilizados como escenarios para la comisión de actos violentos bajo mecanismos de ocultamiento de identidad.
5.1 Casos reportados por razón de acto vandálicos con uso de capuchas en manifestaciones en el ejercicio pacifico de la protesta en Colombia 2021-2026
En Colombia, durante el periodo comprendido entre 2021 y 2026, se desarrollaron diversas jornadas de protesta social amparadas por el derecho fundamental a la reunión y manifestación pública. No obstante, en algunas de estas movilizaciones, autoridades y entidades territoriales reportaron la ocurrencia de hechos vandálicos cometidos por determinados individuos que utilizaron elementos de ocultamiento de identidad, como capuchas o máscaras, con el propósito de dificultar su identificación durante la comisión de conductas que afectaron bienes públicos, infraestructura urbana y derechos de terceros.
Paro Nacional de 2021: En el marco de las movilizaciones sociales iniciadas en abril de 2021, distintas autoridades reportaron que, pese al carácter ciudadano y pacífico de gran parte de las jornadas de protesta, en algunos puntos del país se presentaron hechos aislados de vandalismo, incluyendo daños a bienes públicos y privados, ataques contra infraestructura y afectaciones al orden público. La Policía Nacional informó capturas e investigaciones por conductas como daño en bien ajeno, obstrucción de vías públicas y violencia contra servidor público ocurridas durante algunas jornadas de manifestación.
https://www.policia.gov.co/noticia/van-185-capturas-por-hechos-vandalicos-delictivos-los-ultimos-dias
Manifestaciones del 1 de mayo de 2024 en Bogotá: Durante una jornada de movilización social desarrollada en la capital del país, autoridades y medios de comunicación reportaron que algunos participantes encapuchados realizaron actos vandálicos contra bienes públicos y privados, incluyendo daños a buses del Sistema Integrado de Transporte Público (SITP) y afectaciones a fachadas en el centro de la ciudad. Estos hechos fueron diferenciados del ejercicio legítimo de la protesta pacífica.
https://www.noticiascaracol.com/colombia/bogota/actos-vandalicos-de-encapuchados-durante-marchas-del-1-de-mayo-en-bogota-rg10
Hechos relacionados con grupos investigados por actos violentos en Bogotá (2024-2025): Autoridades judiciales reportaron investigaciones contra personas señaladas de participar en hechos violentos durante manifestaciones públicas. Según los reportes oficiales, algunos individuos utilizaban capuchas, máscaras y otros elementos para evitar su identificación, además de emplear artefactos peligrosos artesanales contra infraestructura pública, estaciones de transporte y miembros de la Fuerza Pública.
https://www.policia.gov.co/noticia/cayeron-los-ppp-responsables-16-actos-violentos-en-bogota
Manifestaciones en Bogotá de 2026: En jornadas de movilización realizadas durante 2026, autoridades distritales reportaron afectaciones al mobiliario urbano, estaciones de transporte, establecimientos comerciales y otros bienes públicos y privados, atribuidas a algunos participantes encapuchados que habrían utilizado elementos para ocultar su identidad durante los hechos vandálicos.
https://dadep.gov.co/noticias/bogota-rechaza-actos-de-vandalismo-que-afectaron-el-mobiliario-publico-en-marchas
Estos antecedentes evidencian una problemática jurídica específica: aunque el uso de elementos como capuchas o máscaras puede encontrarse relacionado con expresiones individuales de autonomía, identidad o participación dentro de una manifestación, su utilización como mecanismo para facilitar la comisión de delitos genera una tensión constitucional frente a otros bienes jurídicos como la vida, la integridad personal, la seguridad ciudadana, el patrimonio público y privado y la convivencia pacífica. En consecuencia, el presente proyecto de ley busca establecer una respuesta penal frente al uso instrumental del ocultamiento de identidad cuando este sea empleado para facilitar actos vandálicos, sin afectar el ejercicio legítimo del derecho fundamental a la protesta pacífica.
6. CONSIDERACIÓN DEL PONENTE  
Como ponente y autor del proyecto de ley, considero que la presente iniciativa responde a una problemática concreta de seguridad y convivencia ciudadana que ha adquirido especial relevancia en el contexto de manifestaciones, movilizaciones y concentraciones públicas en Colombia. La experiencia del Paro Nacional de 2021 evidenció que, junto con el ejercicio legítimo y mayoritariamente pacífico del derecho fundamental a la reunión y manifestación pública, se presentaron episodios de violencia, vandalismo, afectaciones a bienes públicos y privados y graves alteraciones del orden público.
La iniciativa no pretende criminalizar la protesta social ni desconocer su carácter fundamental, sino establecer herramientas jurídicas frente a aquellas conductas que exceden el ámbito constitucionalmente protegido de la manifestación pacífica, esta diferenciación resulta indispensable para evitar una generalización entre manifestantes y actores violentos. Finalmente, como ponente reconozco que el derecho fundamental a la reunión y manifestación pública y pacífica, consagrado en el artículo 37 de la Constitución Política, constituye un límite esencial a cualquier intervención legislativa en esta materia. Por ello, la iniciativa no puede ni debe interpretarse como una autorización para perseguir, detener o criminalizar a quienes participan pacíficamente en una manifestación. El propósito es establecer una frontera clara entre el ejercicio legítimo de un derecho fundamental y aquellas conductas delictivas que no pueden encontrar amparo en él.
7. IMPACTO FISCAL
El presente proyecto de ley es una iniciativa de carácter penal y de política criminal que no contempla la creación de nuevas entidades, dependencias, plantas de personal, programas administrativos ni apropiaciones presupuestales específicas a cargo de la Nación. La iniciativa tiene por objeto adicionar un nuevo tipo penal a la Ley 599 de 2000 – Código Penal, relacionado con el uso del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de conductas delictivas en el contexto de manifestaciones, reuniones, movilizaciones o concentraciones públicas, así como modificar la consecuencia punitiva prevista en el artículo 353A del mismo Código.
De conformidad con el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los proyectos de ley que ordenen gasto público o concedan beneficios tributarios deben hacer explícito su impacto fiscal y ser compatibles con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. En el presente caso, la iniciativa no ordena directamente la creación de gasto público, no establece beneficios tributarios ni dispone la creación de una nueva estructura administrativa, razón por la cual su implementación se desarrollará a través de las competencias y capacidades institucionales existentes.

8. CONFLICTO DE INTERÉS
El artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la ley 2003 de 2019, establece el régimen de conflicto de interés de los congresistas, en los siguientes términos:
"Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas”. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en el ejercicio de sus funciones.
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
a) Beneficio Particular: Aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: Aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.

c) Beneficio directo:  Aquel que se produzca de manera específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, para que se configure el conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura deben presentarse las siguientes condiciones o supuestos:
(i) Que existe un interés directo, particular y actual: moral o económico.
(ii) Que el congresista no manifieste su impedimento o pesar de que exista un interés directo en la decisión que se ha de tomar
(iii) Que el congresista no haya sido separado del asunto mediante recusación
(iv) Que el congresista haya participado en los debates y/o haya votado
(v) Que la participación del congresista se haya producido en relación con el trámite de leyes o de cualquier otro asunto sometido a su conocimiento

De igual forma la Sentencia SU-S79 de 2017, estableció que no es suficiente con la acreditación del factor objetivo del conflicto de intereses, es decir, que exista una relación de consanguinidad entre el congresista y un familiar que pueda percibir un eventual beneficio. Deben ser dotadas de contenido de acuerdo con las circunstancias específicas del caso concreto. Lo anterior hace notar, que la razón de ser del régimen de conflictos de interés parlamentario, es preservar la rectitud de la conducta de los congresistas, que deben actuar siempre consultando la justicia y el bien común, como manda el artículo 133 de la Constitución.
Por todo lo anterior, el ponente considera que el proyecto de ley que se pone a consideración en el presente documento, no genera conflicto de interés, debido a que no crea beneficios particulares, actuales o directos para el congresista, ni para sus familiares en los grados de consanguinidad establecidos en la ley.
En suma, se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto de interés; no obstante, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son personales y corresponde a cada Congresista evaluarlos y declararlos si es necesario.

9. PLIEGO DE MODIFICACIONES
El presente proyecto de ley no contempla modificaciones.

10. PROPOSICIÓN 
Con base en las anteriores consideraciones, presento ponencia positiva y solicito respetuosamente a la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes, dar trámite para primer debate al Proyecto de Ley No.  023 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de conductas punibles en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”, conforme al texto propuesto para primer debate.

Cordialmente,

Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo.
Representante a la Cámara
Departamento del Valle del Cauca
Centro Democrático 



11. TEXTO PROPUESTO PARA EL PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY No.023 DE 2026, CÁMARA.


“Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de conductas punibles en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos.”

EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto fortalecer la protección del orden público, la seguridad ciudadana y el ejercicio del derecho fundamental a la protesta pacífica mediante la tipificación de conductas punibles y la adopción de medidas orientadas a sancionar la utilización del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de delitos en el contexto de manifestaciones públicas.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la presente ley, se entenderá por:

· Ocultamiento de identidad: Utilización deliberada de prendas, máscaras, pasamontañas, elementos u otros medios similares destinados a impedir o dificultar la identificación de una persona con ocasión a la comisión de un delito.

· Acto vandálico: Para los efectos de la presente ley, constituye acto vandálico toda conducta dolosa ejecutada con ocasión o aprovechando de una manifestación, reunión, movilización o concentración pública, dirigida a destruir, deteriorar, incendiar, inutilizar, saquear, invadir, ocupar violentamente o afectar de manera grave bienes públicos o privados, y/o ejercer violencia física contra personas, al margen del ejercicio legítimo del derecho fundamental a la protesta pacífica. 

· Artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal. Se entenderá por artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal todo objeto, sustancia, elemento o instrumento elaborado, adaptado o improvisado con la finalidad de causar lesiones a las personas, afectar bienes públicos o privados, alterar gravemente el orden público o facilitar la comisión de conductas punibles durante manifestaciones públicas. Comprende, entre otros, artefactos explosivos artesanales, bombas incendiarias, sustancias corrosivas y objetos modificados con capacidad ofensiva.

Artículo 3°. Adiciónese un nuevo tipo penal a la ley 599 del 2000. Actos vandálicos mediante ocultamiento de identidad.

Adiciónese a la Ley 599 de 2000 un artículo del siguiente tenor:

“Artículo nuevo. Actos vandálicos mediante ocultamiento de identidad. El que utilizando el ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de delitos y con ocasión o aprovechando una manifestación, reunión, movilización o concentración pública, ejecute actos vandálicos, incurrirá en pena de prisión de cuarenta y ocho meses (48) a noventa y seis (96) meses y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena imponible para la conducta descrita en el artículo anterior se aumentará de la mitad a las dos terceras partes, si la conducta la realiza así:

1. Se utilicen artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal, explosivos, sustancias corrosivas o cualquier otro medio idóneo para causar grave daño a las personas o a los bienes públicos y privados.
2. La conducta recaiga sobre establecimientos educativos, instituciones prestadoras de servicios de salud, instalaciones de los organismos de socorro, bienes de interés cultural, infraestructura de servicios públicos esenciales o demás infraestructura estratégica del Estado.
3. La conducta genere una alteración grave del orden público que afecte el normal desarrollo de las actividades de la comunidad o el funcionamiento de las instituciones.

Artículo 4. Modifíquese el artículo 353A de la ley 599 del 2000, la cual quedará así:
[bookmark: _heading=h.mx6anz4kxq9b]“Artículo 353A. Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público
El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña o proporcione los medios para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura de transporte de tal manera que atente contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho meses (48) a noventa y seis  meses (96) y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes y pérdida de inhabilidad de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena de prisión.

PARÁGRAFO. Se excluyen del presente artículo las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente en el marco del artículo 37 de la Constitución Política.

Artículo 5. Protección del derecho fundamental a la protesta pacífica. La presente ley no podrá interpretarse ni aplicarse en el sentido de restringir, limitar o criminalizar el ejercicio legítimo del derecho fundamental a la reunión, manifestación y protesta pacífica reconocido en la Constitución Política de Colombia.

Artículo 6. Interpretación y aplicación de la presente ley. Las disposiciones de la presente ley se interpretarán y aplicarán de conformidad con la Constitución Política, el bloque de constitucionalidad, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia y la jurisprudencia de las altas cortes, garantizando en todo caso la protección del derecho fundamental a la protesta pacífica.

Artículo 7. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
[bookmark: _heading=h.3awmd4uq3s1e]
Cordialmente,

Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo.
Representante a la Cámara
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